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POLITICAS PÚBLICAS- INCLUSIÓN- PERSONAS CON DISCAPACIDAD
RESUMEN

A partir de la implementación de la Ley Nacional de Educación N° 26.206, las políticas para la Educación Especial en Argentina proponen fundamentalmente que las personas con discapacidad participen en procesos de inclusión educativa en todos los niveles y modalidades del sistema educativo. 


Para concretar estas políticas de inclusión, la educación tuvo que reorganizarse debido a que las estructuras anteriores planteaban que las personas con discapacidad debían concurrir a escuelas de educación especial específicamente, lo que les impedía acceder a certificaciones de educación primaria, secundaria y universitaria. Esta nueva forma de organización se centró en tres elementos:

-El nuevo legal vigente: leyes y resoluciones destinadas a instrumentar la educación especial

-Los estamentos institucionales responsables: coordinaciones, supervisiones, escuelas

-Los proyectos de trabajo: Planes nacionales, proyectos provinciales, proyectos educativos institucionales, proyectos áulicos.


Analizaremos puntualmente los procesos de implementación de las políticas de Educación Especial en la provincia de Misiones -tomando como ejes los objetivos y metas de cada uno de los estamentos institucionales responsables- entendiéndolos como la manifestación de la intencionalidad de trabajo en cada uno de ellos.

El nuevo marco legal vigente

Lo planteado desde la normativa constituye una propuesta del Estado en función de un proyecto de país, de educación, de ciudadanos, que impacta de manera particular en cada uno de los estamentos de concreción. En este caso, en el año 2005 comenzaron a implementarse en las escuelas de Educación Especial, espacios de discusión sobre  un borrador que se convertiría luego en la Ley de Educación Nacional. La propuesta consistía en que cada equipo institucional escriba cuáles serían sus aportes a ese documento desde su experiencia docente y el contexto en el que se desarrollaban sus prácticas. Finalmente, la Ley 26.206 fue sancionada el 14 de diciembre de 2006 y promulgada el 27 de diciembre de 2006 por el Senado y la Cámara de Diputados de la Nación. En el capítulo VIII, se define a la Educación Especial como la modalidad del sistema educativo destinada a asegurar el derecho a la educación de las personas con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles y modalidades del Sistema Educativo
. 

Se establece que la educación especial se rige por el principio de inclusión educativa, (inciso N, artículo 11) entendiendo como atención educativa especial al abordaje de  todas aquellas problemáticas específicas que no puedan ser abordadas por la educación común. La responsabilidad de garantizar la integración de los/as alumnos/as con discapacidades en todos los niveles y modalidades según las posibilidades de cada persona corresponde al  Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Se menciona, por otra parte, en el marco de la articulación de niveles de gestión y funciones de los organismos competentes, la aplicación de la Ley N° 26.061 de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes para articular acciones, procedimientos y recursos a fines de identificar tempranamente las necesidades educativas derivadas de la discapacidad o de trastornos en el desarrollo, con el objeto de darles la atención interdisciplinaria y educativa para lograr su inclusión desde el Nivel Inicial.
En el artículo 44, se hace mención a las medidas necesarias para asegurar el derecho a la educación, la integración escolar y favorecer la inserción social de las personas con discapacidades, temporales o permanentes:

a) Posibilitar una trayectoria educativa integral que permita el acceso a los saberes tecnológicos, artísticos y culturales.
b) Contar con el personal especializado suficiente que trabaje en equipo con los/as docentes de la escuela común.
c) Asegurar la cobertura de los servicios educativos especiales, el transporte, los recursos técnicos y materiales necesarios para el desarrollo del currículo escolar.
d) Propiciar alternativas de continuidad para su formación a lo largo de toda la vida. 

e) Garantizar la accesibilidad física de todos los edificios escolares.

Se plantea además que el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, creará las instancias institucionales y técnicas necesarias para la orientación de la trayectoria escolar más adecuada de los/as alumnos/as con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles de la enseñanza obligatoria, así como también las normas que regirán los procesos de evaluación y certificación escolar. Asimismo, participarán en mecanismos de articulación entre ministerios y otros organismos del Estado que atienden a personas con discapacidades, temporales o permanentes, para garantizar un servicio eficiente y de mayor calidad.

Por otra parte, el documento Núcleos de Aprendizaje Prioritarios (NAP) establece la definición de lo común propuesto para la transmisión escolar, en Argentina. (…) los aspectos claves de esta construcción, que el Ministerio de Educación de la Nación Argentina ha definido y consolidado como política curricular estatal, desde 2004 hasta el momento presente. Describe  aquellos aprendizajes fundamentales que todos los estudiantes del país realizarán, a lo largo de su trayectoria escolar. Aprendizajes que integran un corpus, un recorte de saberes que el Estado acuerda como relevantes, valiosos y básicos para toda la población, en un momento dado. Lo que es básico aprender queda definido y los NAP representan un recorte arbitrario e histórico, producto de una variedad de corrientes de pensamiento expresados en el trabajo de grupos académicos y profesionales convocados a fines de la elaboración del documento, quienes no refieren tanto a contenidos de la enseñanza, cuanto a saberes que se espera resulten del trabajo de enseñanza. Versa el documento: Maestras y maestros, profesoras y profesores despliegan su singularidad y su particular aporte en el trabajo de enseñanza y los estudiantes y sus familias optan por recorridos y énfasis distintos, en el marco de sus posibilidades, de su pertenencia cultural o de su cosmovisión particular, mientras el Estado, asumiendo su rol de gobierno del sistema educativo, fija un conjunto de saberes cuyo aprendizaje queda fuera de la decisión de docentes, familias y estudiantes: la definición de lo común establece ese límite a lo que es posible elegir en el marco de la libertad individual; obliga mientras resguarda, paralelamente, los derechos educativos. Estos lineamientos expresados en los NAP se efectivizan en las aulas, luego de un nuevo proceso de selección cuando cada docente o cada equipo docente (según su formación e intereses) sitúa la planificación áulica en cada contexto particular. Estas planificaciones áulicas se presentan ante el equipo directivo de cada institución, pasando a formar parte del documento del  Proyecto Educativo Institucional.

El documento Orientaciones: Educación Especial, una modalidad del Sistema Educativo en Argentina se elaboró con la participación de representantes de diferentes niveles y modalidades de todas las jurisdicciones nacionales. Su propósito es sistematizar orientaciones respecto de la modalidad Educación Especial y su proyección nacional: comunidades de apoyo y trayectorias educativas integrales.
La Resolución del Consejo Federal de Educación 155/11 plantea como política de la modalidad, la articulación con los diferentes niveles y otras modalidades del Sistema Educativo para asegurar una cultura inclusiva en todas las instituciones educativas. Coherente con este marco, el Plan Nacional de Educación Obligatoria (Resolución del CFE Nº 79) señala: Mejorar la calidad implica colocar la enseñanza en el centro de las preocupaciones y desafíos de la política educativa, a los efectos de garantizar el derecho de todos los niños, niñas, jóvenes y adultos a acceder a los conocimientos necesarios para la participación en la vida de manera crítica y transformadora. Esto supone desarrollar políticas que tengan como preocupación las propuestas que la escuela ofrece, no solo en términos de contenidos sino también respecto de los procesos de transmisión, las formas de organización así como las condiciones pedagógicas y materiales en que tiene lugar. Producir mejores condiciones para el cotidiano escolar tanto para alumnos/as como para docentes implica una preocupación por los modos en que es posible verificar la igualdad en el acceso a los conocimientos para todos los niños, jóvenes y adultos
. Se definen en el documento los lineamientos, compromisos, dimensiones, articulaciones y recursos para:

1. La modalidad Educación Especial 

1.1. Los marcos normativos y el sistema educativo 

1.2. La modalidad Educación Especial en la Ley de Educación Nacional 

1.3. La inclusión, una definición política para garantizar el derecho a la educación

1.4. Las personas con discapacidad, sujetos de derecho 
2. Políticas de la Modalidad
2.1. Acerca del gobierno de la modalidad 

2.2. Acerca de las escuelas, los equipos docentes y los equipos técnicos educativos 

3. La Educación Especial y los niveles educativos 

3.1. Nivel Inicial 

3.1.1. Atención a la primera infancia (0 a 3 años) 

3.1.2. Atención a la infancia de 4 y 5 años 

3.2. Nivel Primario 

3.3. Educación para Adolescentes y Jóvenes con Discapacidad 

3.4. Educación Permanente para Adultos con Discapacidad 

3.5. Formación Docente 

4. La Educación Especial y otras modalidades del sistema educativo 

4.1. Educación Técnico Profesional 

4.2. Educación Artística 

4.3. Educación Permanente de Jóvenes y Adultos 

4.4. Educación Rural 

4.5. Educación Intercultural Bilingüe 

4.6. Educación en Contextos de privación de libertad 

4.7. Educación domiciliaria y hospitalaria

La inclusión se presenta en el documento, enmarcada en los planteos de la Ley de Educación Nacional como un concepto político cuya centralidad instala un enfoque filosófico, social, económico y especialmente pedagógico para la aceptación y la valoración de las diferencias en una escuela que es de todos/as, para todos/as y para cada uno/a. En cuanto a la definición de las políticas se asume que deben  proteger el interés superior de los/as niños/as y adolescentes para el desarrollo del sentido de comunidad, solidaridad y pertenencia plural; que deben alentar la promoción de las alfabetizaciones múltiples, el aprendizaje constructivo y la valoración de las capacidades de los estudiantes propiciando una cultura educativa en la cual todos/as se sientan partícipes. 

Estos planteos buscaron implementarse a partir de la creación de organismos administrativos y de gestión que articulan los lineamientos formales incipientes con el trabajo de cada una de las instituciones educativas. La construcción histórica de esta dinámica en el Sistema Educativo Argentino estuvo signada por la derivación de los estudiantes con discapacidad a espacios particulares para su atención, por lo que el proceso implica un cambio que trasciende lo curricular y lo político.  Pérez (2012) plantea al respecto que es necesario -para que puedan efectivizarse estas políticas- transformarnos y trascender el discurso de lo políticamente correcto, o continuaremos pretendiendo tan sólo la alteración ‘del otro’ (el alumno, el extranjero, el discapacitado, entre ‘otros’ otros) perpetuando la repetición de ‘lo mismo’, de eso que indefectiblemente se reitera identificando y reduciendo de manera binaria a la alteridad (la de todos, la de los otros, la de nosotros).

Los estamentos institucionales responsables 

Para implementar las estrategias correspondientes a nivel nacional se creó la Coordinación Nacional de Educación Especial y en cada jurisdicción las Coordinaciones Provinciales de Educación Especial. A nivel local, como estamentos específicos de concreción, las instituciones de educación especial y sus aulas, espacio en el que se definirían las políticas. En cada uno de estos espacios se elabora un documento que explicita el trabajo que se realizaría cada ciclo lectivo. Los aspectos que consideramos fundamentales para el análisis de estos proyectos son los objetivos y las metas, que especifican las acciones concretas que se realizarían. 


Además, cada estamento se organiza en torno a la figura de un responsable institucional o referente que  gestiona el trabajo a partir de las normativas vigentes. Generalmente se organizan equipos de trabajo para planificar, registrar y llevar a cabo las actividades. La Coordinación Nacional de Educación Especial se creó en el año 2007 y estuvo a cargo de la Lic. Ana Moyano hasta diciembre de 2015. En el caso específico de  Misiones, la Coordinación Provincial de Educación Especial se creó en el año 2010 y se encuentra a cargo de la Prof. Mónica Schettini. En ambos casos, el funcionamiento de las coordinaciones contó con la participación de un equipo técnico y personal administrativo.


Las Supervisiones zonales de educación especial -existentes antes de la sanción de la Ley Nacional de Educación- organizan específicamente el trabajo a nivel zonal y constituyen el estamento jerárquico siguiente. Aunque, en el caso del trabajo con las supervisiones escolares de la modalidad en la provincia de Misiones, las funciones se mantuvieron intactas, sin lineamientos formales específicos en vistas a los nuevos planteos legales. Se organizaron instancias de capacitación para supervisores de la modalidad desde la Coordinación Nacional para que desde la gestión de las instituciones se acompañen los procesos de inclusión, aunque siguió consistiendo en el seguimiento de cuestiones  de funcionamiento escolar.
Los proyectos de trabajo


Entendemos al currículum como un campo de contacto e intercambio cultural, de lucha, de sectores sociales, de intereses opuestos y contradictorios que, a través de imposiciones y negociaciones busca reconocer como válidos una serie de contenidos a trasmitir (De Alba; 1995). Antes de las transformaciones curriculares propuestas por la Ley 26206, la implementación del currículum en la educación especial se caracterizó por la responsabilidad institucional de adaptar los contenidos y lineamientos a los grupos que se conforman en las aulas. A diferencia del sistema de educación común, en la modalidad de educación especial, no se esperaba que los estudiantes acreditaran ciertos conocimientos para ser promovidos al ciclo siguiente, ya que se tenían en cuenta sus edades y necesidades educativas para conformar los agrupamientos. Se seleccionaban contenidos para los distintos años/ciclos tomando como referencia la propuesta de los Diseños Curriculares Jurisdiccionales para diseñar las planificaciones de las actividades a realizar. 


De esta manera los equipos docentes circunscribían, a través de sus proyectos, cuáles eran los conocimientos a los que los estudiantes debían acceder. Entonces, los interrogantes que surgen a partir de las propuestas actuales de las políticas de inclusión educativa tienen que ver con ¿de qué manera se reorganizarían estas formas de trabajo para articular propuestas con los niveles inicial, primario y secundario? ¿Cómo se planifican acciones educativas tendientes a que los estudiantes cursen sus trayectorias escolares en otras instituciones? ¿Cuáles serían entonces los objetivos y metas de los documentos institucionales de cada uno de los estamentos educativos?


Enunciamos en este capítulo como documentos institucionales a aquellos que explicitan o establecen los objetivos y metas institucionales de cada estamento de concreción de políticas de educación especial: 

La Coordinación Nacional de Educación Especial se propone como principal objetivo Garantizar la educación de las personas con discapacidad, adhiriendo explícitamente a los marcos normativos internacionales y nacionales con respecto a la Educación Especial. Reconoce, además la transversalidad de la educación especial en todos los niveles y modalidades del sistema educativo, comprometiendo como meta que las personas con discapacidad participen activamente en las políticas educativas de todos los niveles. Por ejemplo, si hablamos de Nivel Inicial, podemos decir que todos los niños desde los 6 años egresan del nivel inicial ¿por qué los alumnos con discapacidad no debieran egresar? Ya que la certificación de Nivel Inicial es solo por asistencia, no por contenidos, no por conocimientos (Moyano; 2012)


La Coordinación de Enseñanza Especial de la provincia de Misiones plantea en sus objetivos generales Favorecer procesos de reflexión a fin de que la Educación Especial, pueda pensarse dentro un contexto más amplio y posible en cuanto a expectativas y logros, coordinando acciones al interior de cada nivel de enseñanza, a fin de que se puedan elaborar  trayectorias educativas integrales para las personas con discapacidad en el Sistema Educativo y Conformar un equipo de trabajo que pueda responder a las demandas del nuevo paradigma de la discapacidad y la aceptación progresiva a través de acciones dirigidas a construir una sinergia colectiva que genere un cambio educativo, dejando de lado el debate nominal de integración – inclusión logrando habilitar una “Escuela Para Todos” para que por lo urgente no olvidemos lo fundamental. Se espera que estos objetivos se implementen a partir del diseño de diferentes estrategias para dar a conocer las políticas educativas planteadas para la modalidad de Educación Especial dentro del Plan Nacional de Educación Obligatoria y Formación Profesional, acompañando y orientando las políticas de la Modalidad aplicadas a los Planes nacionales de Mejora Institucional y Proyectos Socioeducativos con centralidad de la enseñanza. 

Las Metas elaboradas a estos fines se tratan de:
· Crear un equipo técnico-pedagógico que dependa de esta Coordinación, a fin de acompañar y orientar los procesos de cambio, que trae aparejada la implementación de la Ley de Educación Nacional 26206 y la Resolución del CFE N°155/11  que se desprende de dicha ley, que define orientaciones para la Modalidad de Educación Especial.

· Acompañar a las instituciones de Educación Especial en la implementación de Políticas para la Modalidad específicamente los Planes Mejora y Proyectos socioeducativos con eje en la Centralidad de la enseñanza.

· Acompañar a las Escuelas Especiales en demandas y necesidades propias de la discapacidad que atienden, así como otras que puedan surgir.

· Establecer parámetros y líneas de abordaje comunes, para todas las salas de Atención a la Primera Infancia de las Escuelas Especiales provinciales.

· Elaborar documentos de apoyo, respecto a temáticas específicas referidas  a la educación de personas con necesidades educativas específicas, derivadas de la discapacidad, para los distintos niveles y/o modalidades educativas.

· Informar sobre capacitaciones y demandas propias del Plan Conectar Igualdad.

· Elaborar protocolos generales que orienten la inclusión de los alumnos con discapacidad a la Educación Común.

Como estamento siguiente, las escuelas pertenecientes a la modalidad se plantean en sus Proyectos Educativos Institucionales, objetivos tendientes a  Propiciar experiencias de inclusión en diferentes contextos desde el Nivel Inicial e Incluir a la Educación Común a aquellos alumnos con posibilidades de compartir y competir con sus pares en ese ámbito, aunque en los documentos analizados en la muestra seleccionada no se explicitan objetivos y metas referidos a la manera en la que se llevarían a cabo los procesos. Neufeld (en Petrelli; 2011: 921) plantea que [las escuelas] son uno de los indicadores más sólidos de la presencia estatal en la organización de las sociedades, por ello, lo que se propongan como objetivos constituye una de las posibilidades más concretas de efectivizar las políticas.


Por otra parte, se observan objetivos de amplio alcance como Ofrecer a nuestros alumnos experiencias  de aprendizaje que potencien sus posibilidades de desenvolvimiento personal y social que no corresponderían específicamente al trabajo escolar curricular, pero se promueven en la modalidad a fines de concretar cuestiones necesarias para que los estudiantes puedan acceder a otros espacios sociales. Se prescriben otros objetivos como Contribuir a mejorar la calidad de vida de los alumnos que concurren a la escuela orientando y favoreciendo la autonomía de la persona con discapacidad para que pueda participar activamente en la elaboración de su proyecto de vida, evidenciando la posibilidad de que los estudiantes no tomen decisiones fundamentales para su desarrollo, siendo entonces, la familia, las autoridades, entre otros, quienes lo hagan por ellos.  Las instituciones, además, se proponen otras intervenciones en el ámbito familiar de los estudiantes, como Estimular a las familias a ser protagonistas del proceso de enseñanza y aprendizaje de sus hijos. 


Para los espacios de la comunidad, se explicita Propiciar la inclusión de los alumnos en diferentes ámbitos de la sociedad: educativo, recreativo, deportivo y Difundir en la comunidad actitudes positivas hacia la discapacidad trabajando en conjunto con los medios de comunicación. Este último menciona una de las posibles formas de la implementación de políticas públicas, a partir de la instalación y problematización del tema en los medios de comunicación. 

Otros objetivos refieren al fomento del trabajo docente como interdisciplinario, de intercambio cooperativo, de responsabilidad, a crear espacios para el perfeccionamiento y la reflexión en grupo sobre la práctica docente y flexibilizar la organización institucional en cuanto a agrupamientos, espacios y tiempos. Estas acciones se mencionan en relación a los docentes de instituciones de educación común, teniendo en cuenta que los docentes de educación especial son los especialistas en el área. Se suma entonces al análisis la posible complementariedad del trabajo docente, teniendo en cuenta que históricamente, el maestro común sólo ha tenido contacto con este tema ante el hecho concreto de tener que atender algún niño integrado en la escuela común, o como información ad-hoc a su formación de base en el caso de realizar algún curso de perfeccionamiento afín (Lus; 1995: 116), por lo que, dado el carácter formativo de las prácticas cotidianas colectivas, las propuestas constituirían un avance en las prácticas inclusivas.


Las Metas de las instituciones educativas aluden a mejorar la oferta pedagógica para niños y adolescentes con discapacidad, impulsar las mejoras de las condiciones edilicias y de equipamiento, la optimización de  recursos, el  sentido de pertenencia institucional y a las continuidades de los proyectos de ciclos lectivos anteriores. Una de las metas propuestas que resulta interesante para este análisis es la de Organizar y coordinar actividades pedagógicas considerando las trayectorias escolares dado que se espera que las escuelas de la modalidad sean las responsables de diseñar las propuestas para que los estudiantes puedan contar con las configuraciones de apoyo necesarias para sus trayectorias educativas en la educación común.
En cuanto a lo que consideramos en este trabajo el estamento más específico de concreción de las políticas de educación especial -el aula- podemos afirmar que los objetivos de los proyectos que analizamos sostienen temas y alcances variados. Por ejemplo, se proponen desde Que los estudiantes conozcan su cuerpo a partir del juego hasta Favorecer la creación de espacios educativos inclusivos en la educación secundaria. En la muestra obtenida no se presentaron objetivos de proyectos áulicos ligados a las acciones específicas de articulación inter institucional, a configuraciones de apoyo o a las condiciones de los estudiantes para acceder a espacios institucionales de la educación común. 

Como objetivos específicos se plantean Diseñar intervenciones específicas a partir de las demandas emergentes, Colaborar con el desarrollo de dinámicas grupales solidarias,  Intercambiar recursos teóricos y soportes audiovisuales que sustenten la propuesta como acciones particulares que podrían vincularse a los lineamientos propuestos por las resoluciones del Consejo Federal de Educación mencionadas en el apartado anterior. Samaniego de García (2009: 54) plantea en esta línea que deberían revisarse seriamente las propuestas de inclusión en escuelas donde se mantengan metodologías tradicionales, clases expositivas, tareas uniformes y rutinarias, para no caer en el autoengaño de que las instituciones comunes serían per se los espacios más propicios para el desarrollo de las personas con discapacidad. Esta tarea, podría llevarse a cabo a partir de Construir propuestas comunes con los docentes y equipos de apoyo participantes, objetivo de una de las escuelas que componen la muestra del presente estudio.
Sobre continuidades y discontinuidades
Pretendemos aquí sintetizar algunas ideas clave que emergieron durante el proceso de esta investigación -sin intentar concluir- sino explicitar lo que consideramos son los avances y perspectivas a partir de ella. Como señala Foucault, (2001:7) no se trata de atacar  a tal o cual institución de poder, grupo, élite, clase; sino más bien a una técnica, a una forma de poder. Esta forma categoriza a los sujetos imponiéndoles verdades y concepciones sobre si mismos, signadas por la misma construcción que otros realizan sobre él, en palabras de Cheli es una forma de poder que construye sujetos individuales, que ignoran quienes somos individualmente (Cheli; 2013: 126).


En cuanto a la educación de personas con discapacidad, históricamente se ha propuesto categorizar y organizar a las personas en función de sus condiciones físicas, intelectuales, estéticas, funcionales; tratando de revertir los efectos de esas condiciones que suponían riesgos para las demás personas. En esta dirección (Foucault 1975: 57) señala que, la noción de peligro se liga por una parte, con la noción de previsión, y por otro parte, al poder de normalización. Los planteos de Cheli (Ídem) coinciden en que en el mundo occidental moderno la eugenesia y la biotipología, como tecnología de gobierno, junto a las investigaciones psico estadísticas, constituyen claros ejemplos, no sólo de determinismo biológico sino, sobre todo, de intentos de medir, clasificar, y sancionar científicamente a la desigualdad a partir de considerar a la diversidad como una cuestión biológica, desconociendo la producción social y política de la misma. La autora reconoce que las políticas públicas en el área educativa generan exclusiones, y descalificación constante de todo sujeto que se desvía de la “norma”, de lo “normal” y que en Argentina los debates de médicos y educadores sobre la educación de la “infancia anormal” surgieron de los saberes que se desprendieron de las investigaciones psicoestadísticas: fichas de recolección de datos de los escolares, desarrollos teóricos y prácticas institucionales usadas en los contextos europeos y norteamericano. Estos elementos sirvieron además a la reproducción de formas de gobierno y de organización social.

 La aparición de nuevos conceptos y técnicas generaron nuevas conceptualizaciones de sujetos y sujetos de conocimiento que en los últimos años se han instalado socialmente como nuevos postulados que proponen que la discapacidad no es determinante de las posibilidades de las personas y que en realidad es el contexto el responsable de las barreras que actúan como límite, produciéndose nuevas normativas al interior del sistema educativo de varios países del mundo. Pero, este estudio reconoce  que toda norma es portadora de una pretensión de poder y que implica a la vez un principio de clasificación y un principio de corrección (Perez; 2012- Cheli; 2013- Vain; 2012). Desde los planteos estatales, se proponen técnicas positivas que niegan la exclusión y organizan la educación para una mejor distribución de recursos y saberes.

En Argentina, estos procesos comienzan a replantearse a partir del año 2008 desde el estado nacional hacia cada una de las provincias, instituciones, aulas y comprometieron la implementación de políticas de educación especial con un postulado filosófico fundamental: la inclusión de personas con discapacidad a todos los niveles y modalidades de la educación común. Cheli (2013: 16) afirma que al tratar de incluir a todos los niños en la escolarización se evidenció, por un lado una estigmatización, y por otra parte, generó un proceso de acentuación de desigualdad al considerar las diferencias como inferioridades respecto a la categoría de normalidad que suponía ser “buen alumno”. Lo que dio inicio [de todas maneras] a la creación de circuitos de escolarización diferenciales, pero que desde el modelo interpretativo de Foucault, se observan algunas diferencias en cuanto a la eficacia para modelar sujetos “dóciles” desde el Estado, porque las instituciones en Argentina se han caracterizado por un funcionamiento más bien desarticulado, y por una presencia débil o “porosa” para tal fin.  


Este estudio explicita que la eficacia del modelo inclusivo propuesto y organizado a partir de los estamentos de concreción de políticas públicas se hizo evidente en cuanto a la reproducción de un discurso -analizado en los documentos y las entrevistas- que supone que lo deseable para la educación de personas con discapacidad es que compartan los mismos espacios educativos que las demás personas. En referencia a esto, Cheli (2013: 19) menciona que la inclusión de la población infantil no fue homogénea ni igualitaria en el terreno educativo, y buscó criterios para medir la educabilidad de los sujetos. Si bien pareciera que estos proyectos pretendieron atenuar las diferencias sociales existentes no se preguntaron por las causas de dichas diferencias y otros factores como la forma en la que se harían efectivos los procesos.


Los estamentos institucionales analizados explicitan intenciones de lograr la inclusión educativa de personas con discapacidad al sistema educativo común, pero los ejes propuestos para sus prácticas no mencionan algunas cuestiones que resultan fundamentales para lograr estos procesos:

-La alfabetización de las personas con discapacidad,

-Las implicancias para la enseñanza en procesos de inclusión,

-La articulación de planes de estudios de las instituciones común y especial, 

-Los requerimientos de ingreso y agrupamiento de la educación común,

-Las actividades que realizarían con las instituciones de educación común para lograr el trabajo en conjunto. 


En los discursos se explicitan los límites que tienen las personas con discapacidad per se y se aclara permanentemente que serían solamente algunos estudiantes quienes contarían con las condiciones necesarias para participar de estos procesos.


Hemos afirmado en las hipótesis iniciales que a pesar de los avances en el campo [...] nada ha aportado lo suficiente como para lograr un cambio en la ideología dominante y en el discurso hegemónico de la educación especial. Sin embargo, desde el discurso hegemónico se sostienen intenciones inclusivas, sosteniendo una visión centrada en el modelo social de la discapacidad.


Estas contradicciones se resignifican en los procesos de Inclusión de personas con discapacidad si además, los proyectos educativos se generan desde una idea del dominio progresivo de una norma desde la que -independientemente de los discursos inclusivos- se interpreta. En este sentido, Belgich afirma que la concepción formal y binaria de igualdad implica una concepción homogeneizante: están los iguales a sí mismos, los que alcanzan las expectativas de logros, y los que presentan diferencias están en otras jerarquías, en menor jerarquía. Entonces entendemos la realidad social -y también la realidad institucional escolar- como algo que se divide entre buenos y malos; entre los que aprenden y los que no aprenden; entre los sanos y los enfermos; los normales y los anormales; entre los prolijos y los desprolijos. Siempre en términos binarios; y éstos términos binarios no se detienen en la escuela. (...) Hoy en día los que tienen son los valorados, los aptos, los sanos, los limpios. Esa es una serie del par binario. Los otros son los no iguales; sin embargo, no hay oferta para esa diferencia” (Belgich; 2007:6).


Una de las docentes que hemos entrevistado para este trabajo se pregunta ¿cómo vamos a hacer para atender un salón con diez chicos y acompañar a otros tres, supongamos, a otra escuela?  Lo que inmediatamente nos lleva a pensar en las condiciones de trabajo docente, pero, ¿por qué los otros siete estudiantes siguen formando parte de las aulas de la escuela especial? Podemos afirmar que en muchos documentos, planes y propuestas educativas hablamos de educación inclusiva en un contexto social de exclusión, de educación para la diversidad en un contexto de intolerancia ante la diferencia; y, de atención a la singularidad en un contexto de uniformización. Si pensamos en la Integración: ¿No habría que comenzar por promover una mayor permeabilidad, de la sociedad y las instituciones educativas -ante el tratamiento de lo diverso- del que hoy existe en ellas? (Vain, 2003: 14). Varias afirmaciones mencionadas a lo largo del trabajo separan a quienes podrían participar de los procesos de inclusión a la educación común de quienes no, decisión que sigue permaneciendo en manos de quienes diseñan las propuestas educativas que implementarían [o no] las políticas públicas de educación especial. Siguiendo a Alves García (2002: 24-25) los discursos pedagógicos son prácticas, son tecnologías, son mezclas de poder-saber y de técnicas que tienen efectos productivos y prácticos sobre los sujetos a los que se dirigen y los objetos de los que tratan.
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